Carátula 


(Ocupa la presidencia ad hoc el señor senador Álvaro Delegado). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Son las 16:09). 


—Dese cuenta de un asunto entrado. 


(Se da del siguiente). 


«Solicitud de audiencia de los integrantes del Parque Científico y Tecnológico de Pando 
(PCTP) para presentar los resultados e impactos logrados hasta el momento al cumplir los cinco 
años». 


—A través de secretaría se coordinará una fecha a los efectos de recibirlos. 


La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado tiene el gusto 
de recibir a los representantes de la Asociación de Laboratorios Nacionales, integrante de la Cámara 
de Industrias y a los integrantes de la Comisión de Comercio Interno de la Cámara de Industrias. El 
presidente de esta comisión está en uso de licencia, por lo que voy a presidir en forma ad hoc la 
reunión de hoy. 


Nos acompañan Ruben Donnángelo, vicepresidente de Desarrollo Institucional de la Cámara 
de Industrias; Ruben Castro, coordinador de dicha cámara con el Parlamento, y Álvaro Martínez, 
gerente Ejecutivo de la Asociación de Laboratorios Nacionales. Habían solicitado una reunión con esta 
comisión fundamentalmente por el tema de las compras del Estado, que ya tiene su tiempo y, según 
creo, lo están exponiendo por primera vez en este ámbito, en lo que va de este período. Así que, que 
sin más, les damos la palabra. 


SEÑOR DONNÁNGELO.- Muchas gracias por recibirnos. 


Presidimos la Comisión de Comercio Interno de la Cámara de Industrias del Uruguay y 
siempre nos llegan los problemas e inquietudes que tienen las industrias cuando concurren a las 
licitaciones públicas del Estado, principalmente. 


Aprincipios de este año estuvimos en esta comisión por el famoso tema de la compra de 
indumentaria de origen chino. Después de intensas gestiones logramos que el Ministerio del Interior 
actualmente compre botas y zapatos de fabricación nacional —la ciudad de Sauce, por ejemplo, tiene 
una gran ocupación en las plantas instaladas de fabricación de zapatos y botas— y estamos trabajando 
con el ministerio a los efectos de la compra de camisas y pantalones para la vestimenta, 
principalmente, de los policías. 


Hoy tenemos un grave problema en la industria farmacéutica. Como se sabe, hay un 
organismo llamado Unión Centralizada de Adquisiciones -UCA-—, que llama a licitación pública una o 
dos veces en períodos de dos años. En este pliego hubo varias variantes respecto a los pedidos de 
licitación anteriores, desde el año 2007. Todos apuntan a una pérdida de derechos totales del oferente 
al punto de que, por ejemplo, uno se compromete, con el fiel cumplimiento de la oferta, a entregar 
equis cantidad de productos farmacéuticos y la UCA se reserva el derecho de no comprar nada; y para 
cubrirse y no vulnerar el artículo 21 de las compras, se pone en el pliego 1 unidad. Salteando la 
responsabilidad del comprador, puso 1 unidad. Es decir, se licitan cientos de miles de unidades, y para 
no quedar fuera de la ley, pusieron una sola. Pero lo más grave de todo es que después de muchos 
años de trabajo hay un subprograma para la industria farmacéutica que contempla una protección 
especial, que es un 8% sobre lo que es protección nacional. Esa protección tiene un tope en la 
definición del decreto que hace que haya un monto económico. Y vimos con sorpresa que ese monto 
económico se duplicó. Antes UCA pedía consumo para un año con un tope económico, ahora está 
solicitando para dos años, con el doble del tope económico. Por lo tanto, la aplicación de ese decreto 
nos quita prácticamente la mitad de la protección. 


Todos estos temas los hemos hablado con el Gobierno. Recientemente conversamos con la 
ministra de Industria, Energía y Minería, así como también con los integrantes de la Agencia de 
Compras y Contrataciones del Estado, y el sentimiento es el mismo en todos: advierten que hay algo 
que no está bien. Sin embargo, UCA está trabajando con independencia total, incluso de ACCE, que es 
teóricamente el organismo rector en lo que respecta a los pliegos de licitación y los lineamientos de 
compra. En esas circunstancias nos vemos muy perjudicados. 


Para hacer un resumen, diremos lo siguiente. 


Nos obligan a competir con más de 40 oficinas cuya actividad no es conocida fehacientemente 
por nosotros ni por Salud Pública. Simplemente se trata de «oficinas golondrinas» que, viendo el pliego 
de licitación, analizan cuanto les cuesta importar tal o cual producto de la India y, si van a obtener 
ganancia, lo importan; de esa manera se registran, están en ley y compiten en igualdad de 
condiciones, sin tener laboratorio de control propio, que es fundamental en el servicio sanitario para 
evitar riesgos. En la región, es decir en Argentina, en Brasil y en Chile, si uno quiere exportar debe 
estar instalado con laboratorio y depósito propio. Sin embargo acá no es así, y por eso existen estas 
oficinas que nosotros llamamos golondrinas, que importan una vez al año si ganan la licitación y, si no, 
esperan hasta la próxima. El resultado es que hoy los puestos de trabajo de la industria están en 
riesgo. En esta licitación pública hay más riesgos que nunca porque detectamos que hay empresas, 
oficinas, que representan productos chilenos; y como ustedes saben bien, los productos chilenos 


tienen reintegro y beneficios para el exportador y están compitiendo en igualdad de condiciones con 
nosotros. La industria también está corriendo un riesgo grande con empresas brasileñas de alto porte. 
Por ejemplo, hay una empresa nueva que se llama Blau, una de las más poderosas de Brasil, que se 
instaló con una simple oficina, y hoy esa empresa puede cerrar fábricas nacionales sin ningún esfuerzo 
porque tiene mucho poderío económico. Cuando nosotros vamos a Brasil nos exigen laboratorio de 
control; sin embargo, esta empresa brasileña que viene acá no lo necesita y trae productos importados 
de Brasil, por lo que va a barrer a más de una empresa, principalmente compañías que han hecho 
inversiones importantes, como Fármaco Uruguayo, que tiene una planta de productos oncológicos. 
Esta empresa brasileña es la más poderosa de Brasil y va a venir con todos esos productos, pues ya 
figuran en el farmanuario. 


Por lo tanto, pedimos al sistema político que reflexione sobre cómo defendemos nosotros a la 
industria nacional en esta manera de competir totalmente desproporcionada de una parte, pues en 
todos los países se nos exige mucho y acá, en el Uruguay, no exigimos nada. En realidad, es tan fácil 
competir con nosotros que está planteado el riesgo de la subsistencia de nuestra industria. Ya hay 
antecedentes en este sentido: no hace mucho cerró la empresa Galia, quedando más de 200 personas 
fuera de nuestra industria; hace muy poco la empresa Urufarma despidió a más de 20 personas y 
Caillon 8 Hamonet también mandó personal al seguro de paro. Y si siguen migrando productos 
fabricados en el Uruguay a empresas importadoras, habrá más cierres de empresas y la mano de obra 
se va a resentir fuertemente. 


Esta es la preocupación que tenemos y pensamos que era bueno plantearlo acá. Estamos 
abiertos a lo que deseen preguntar los señores senadores. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Agradezco a los señores integrantes de esta comisión la oportunidad que nos 
dan de hacerles llegar nuestra visión de la industria en general y, particularmente, de la industria 
nacional del medicamento. 


Representamos a la Asociación de Laboratorios Nacionales, entidad gremial surgida en 1942, 
por lo que posee ya unos cuantos años. Aglutinamos 24 empresas de capital nacional y regional, 
algunas de las cuales tienen más de 100 años en el mercado. Representamos significativamente al 
sector farmacéutico industrial, ante todo, porque tenemos una vocación netamente industrial y todas o 
la gran mayoría de las 24 empresas afiliadas a la cámara tienen una planta —más grande o más chica— 
industrial. Las empresas que no cuentan con una planta —que son las menos-— fabrican a fasón con 
esas otras plantas nacionales. De modo que somos auténticamente uruguayos. 


En el mercado nacional, que es de aproximadamente USD 500.000.00, tenemos una 
participación importante, con USD 300:000.00 de ventas al año. Y hay que decir que esos USD 
300:000.000 —de los USD 480:000.000 o USD 500:000000 que representan un 60% de los 
valores—- constituyen el 91% de los medicamentos que se consumen en plaza. El 91% de los 
medicamentos que consumimos los uruguayos provienen de las empresas nacionales afiliadas a 
nuestra cámara. 


Estamos afiliados a la Cámara de Industrias del Uruguay y a la Asociación Latinoamericana 
de Industrias Farmacéuticas, y también tenemos una importante participación en lo que significa la 
relación con la utilización de mano de obra. Tenemos unos 3.000 funcionarios en planilla, más 1.500 
personas contratadas a través de servicios tercerizados que se prestan a la industria, como la gráfica, 
vidrio, y aquí también se incluyen los asesores y demás. El 15% de nuestros empleados son 
profesionales universitarios —es un número bastante significativo-, debido a que se trata de un sector 


muy específico, determinado y bien constituido intelectualmente. Siempre decimos que si este sector 
se destruye, va a desaparecer definitivamente porque además del 15% de los profesionales 
universitarios que tenemos empleados, nuestros empleados son esencialmente calificados, ya que, de 
lo contrario, no podrían trabajar en el sector. Entonces, toda esa preparación que ha llevado muchos 
años, toda esa escuela interna, dentro de la propia industria, se vería sesgada, finiquitada, en un 
proceso de desaparición de esta última. 


Complementando lo manifestado por el señor Donnángelo, expresamos que estamos 
francamente preocupados por la evolución del mercado farmacéutico. Somos genuinamente adeptos a 
la competencia —por decirlo así— y no le tenemos miedo, por eso participamos de ella y de la confianza 
médica y tenemos el 91% de los medicamentos que se consumen en plaza, pero vemos que hay 
quienes compiten ilegítimamente. Esto significa que a través de mecanismos que particularmente 
facilita el país, hoy competimos con las llamadas oficinas escritorio u oficinas golondrina como se 
conocen en Brasil y Argentina. La política industrial de estos países ha sido combatir este tipo de 
oficinas. Tan así es, que entre las exigencias establecidas en Argentina y en Brasil para aquellos 
laboratorios que quieren vender allí, está la de instalar un laboratorio de control de calidad propio, en 
primer lugar, por una cuestión sanitaria y, en segundo lugar, porque para venir a lucrar legítimamente 
en un negocio hay que invertir. Entonces, hay una norma Mercosur a partir de la cual Argentina y Brasil 
han establecido el requisito del laboratorio de control de calidad propio, que es algo por lo que nosotros 
venimos bregando desde hace mucho tiempo, sin éxito. Nos dicen que el mercado es chico, que no 
amerita. Para eso la solución es que dos o tres importadores se junten y tengan un laboratorio de 
calidad propio. También es una cuestión de mercado; ¿qué puede hacerle a Brasil que una pequeña 
empresa uruguaya vaya a competir en su país? ¿A quién puede hacerle daño? Sin embargo, si alguien 
quiere ir a vender a Brasil tiene que instalarse e invertir para poner un laboratorio de control de calidad 
propio, comprar maquinaria, HPLC y tener personal brasileño; y en Argentina es igual. El único lugar — 
hablando de la región, de los países del Mercosur— donde no es así, es Uruguay. A su vez, Paraguay 
tiene otro tipo de normas y en sus licitaciones se establece, por ejemplo, que tiene que haber una 
relación entre lo que se oferta y el capital que la empresa invirtió. Esto quiere decir que no puedo 
presentarme a cotizar en una licitación con un ítem por tres millones de dólares y resulta que tengo una 
oficina en la calle Palma. No. ¡Así no funciona! Sin embargo, en nuestro país sí. Acá cualquiera viene, 
se registra en el Ministerio de Salud Pública, contrata un químico free lance, le paga un modesto 
honorario mensual y registra todos los productos que quiera. Esos productos le costarán entre 
USD 500 y USD 1.000 cada uno, pero tiene la ventaja de que se puede presentar a una licitación 
porque tiene registrado el producto, pero ni siquiera lo ha importado. Como el período que va entre la 
licitación y la efectiva adjudicación es extenso —acá, particularmente, demora muchos meses-— ocurre, 
por ejemplo, que la empresa cotiza; si gana la licitación, importa, pero si no gana, no importa nada. 
Otra opción es que tenga los productos en zona franca y los puede desviar para otro lado. ¡Nosotros 
estamos compitiendo contra todo esto! 


En este momento estamos en alerta porque hay un proceso de compra que el Estado 
uruguayo ha iniciado a través de la UCA —Unidad Centralizada de Adquisiciones— y allí visualizamos 
algunos aspectos del pliego de licitaciones que nos preocupan. Como he dicho, no estamos pidiendo 
ningún tipo de proteccionismo; simplemente pretendemos que existan normas equitativas y razonables 
que permitan marcar la presencia de la industria nacional lo que, en definitiva, es lo que conviene al 
país. ¿Qué le conviene al Uruguay? Que estas industrias fabriquen, que tengan empleados y que 
paguen sus impuestos. Creo que en ese sentido estamos todos en consonancia, las que no lo están 
son las normas. Precisamente en el día de hoy mantuvimos una reunión muy satisfactoria con la 
señora ministra de Industria, Energía y Minería —ingeniera Cosse—, quien entendió bien nuestros 
problemas, nos pidió un memorando y nos aseguró que va a intervenir en el tema, sobre todo en los 
aspectos que mencionaba el señor Donnángelo. Por ejemplo, hay cuestiones a regular y una de ellas 
tiene que ver con la aplicación del Decreto n.* 194/2014, relativo a la reserva del mercado, para saber 
bien cómo se aplica dicha reserva. Asimismo, podemos mencionar la posibilidad de ampararse 
acumulativamente al régimen de reserva del mercado hasta ese tope y por encima poder aplicar el 8 % 
plano de industria nacional. 


Desde hace mucho tiempo pretendemos que se aseguren compras mínimas. No es lógico 
que alguien haga una oferta, licite, presente sus garantías y después el Estado le compre cero. Esto no 
es una utopía; ¡esto ya ocurrió! ¡Esto ocurre! En las licitaciones que se han dado en estos últimos años 
sucede que se licita un producto y luego la UCA no lo compra o adquiere cifras mínimas porque, por 
ejemplo, justo ese producto lo va a fabricar el laboratorio Dorrego. Entonces, ¡sepamos bien cuáles son 


las condiciones! Tampoco estamos pidiendo que se asegure el cien por ciento de la compra; se 
asegura un equis por ciento porque hay un proceso de fabricación que no es un acto único sino que 
requiere la importación de la materia prima, del principio activo —es decir, el producto farmoquímico a 
partir del cual se hace el medicamento-—, de excipientes, etcétera y después se necesita una aplicación 
industrial para obtener el producto final que es el que luego obtenemos en las mutualistas, en las 
farmacias o donde fuere. Reitero que es necesario que se aseguren cantidades mínimas. 


A su vez, es necesario que se permita cotizar a las empresas. Por ejemplo, hay empresas 
chicas nuestras que no pueden cotizar por el 100 % y se ha establecido que lo hagan solo hasta el 
80 %, pero sería bueno que se pudiera cotizar un 60 % o un 50 %. Esto no es un invento nuestro; 
históricamente ha sido así. Si pensamos en una empresa chica y en un ítem de cientos de miles de 
unidades, tal vez esa empresa pueda decir «de repente no puedo cumplir con esto, pero sí con 
aquello». No olvidemos que si después hay un incumplimiento se aplican sanciones y eso es lógico 
porque la empresa cotiza. Sucede que en este caso la sanción es siempre unilateral, es decir, es para 
la empresa que no cumple en tiempo y forma con la entrega, pero si el Estado, la UCA, no cumple con 
la compra pactada, no pasa nada. Necesitamos que se establezcan cuáles son los criterios de 
adjudicación con claridad. Muchas veces encontramos que determinado producto se compra por 
preferencia médica. Bueno, si existe una preferencia médica de un producto  -—que puede haber— 
estamos pidiendo que se determine previamente, porque para qué van a hacer licitar un producto que, 
de repente, gana la licitación y después obligan a presentar las garantías correspondientes de 
presentación, mantenimiento de oferta y demás, y luego no lo compran. Debemos conocer cuáles son 
esos criterios, cuáles son esos productos específicos. 


También está el tema del control de calidad de los productos; debe exigirse que esto se 
cumpla. Hoy estuvimos hablando con el sindicato de afiliados del SIMA —que es el sindicato de 
nuestros trabajadores— y nos manifestaron que se reunieron con el Ministerio de Economía y Finanzas 
porque quieren que se exija —lógicamente— que las empresas que cotizan una licitación estén dentro 
del Grupo 7, Subgrupo 1 que es industria farmacéutica, porque tenemos laudos y hay que respetarlos. 
Estamos cotizando productos frente a otras empresas que están en otro subgrupo, por ejemplo, en el 
de los importadores, que tienen un laudo que es la tercera parte del nuestro o la mitad. Esa es una 
competencia claramente desleal, para con nosotros e, inclusive, para con nuestros funcionarios que 
ven cómo otras personas hacen la misma tarea y no se aplica lo establecido en cuanto a que a igual 
tarea, igual remuneración. 


En fin, como verán, tenemos una extensa serie de temas que probablemente ameriten una 
nueva instancia o que les hagamos llegar el material que sea necesario. Todo esto lo tenemos 
perfectamente claro, fundamentado y lo podemos aportar con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos gustaría que nos hicieran llegar el memorando con todos los 
requerimientos que seguramente elaborarán para el Ministerio de Industria, Energía y Minería. 
Quisiéramos contar con una copia para repartirla entre los senadores de la comisión. 


En el período pasado formé parte de la Comisión de Industria, Energía y Minería de la 
Cámara de Representantes y este tema se trató. Incluso recuerdo que se realizaron algunas gestiones 
con el ministro Kreimerman por el tema reserva de mercado que derivó en el Decreto n.* 194/2014. En 
este sentido, quisiera saber qué evaluación hacen de dicho decreto y cómo opera instrumentalmente 
la protección a la cual hacen referencia. 


En cuanto al tema control de calidad, señalaron la necesidad de tener mecanismos propios, 
teniendo en cuenta que hay un negocio casi logístico que involucra la importación, oficinas, zonas 
francas, el análisis de las eventuales ganancias para decidirse a importar, etcétera. Hablaron de las 
normas del Mercosur sobre el control de calidad propio, que otros países están aplicando pero Uruguay 
no. Y también señalaron que tener un control de calidad propio sería problemático, sobre todo para 
algunas industrias farmacéuticas nacionales de bajo porte. Quisiera saber si hay algún mecanismo 
alternativo de instituciones que puedan generar controles de calidad para el rubro, que puedan 
contratar ese servicio homologado por el Ministerio de Salud Pública, ¡por ASSE o por quien 
corresponda, para facilitar la tarea. Más allá de las exigencias del ministerio, me imagino que tampoco 
se hacen auditorías de origen, no las hacen con los productos que vienen, tampoco con los de 


origen. Para poder exigir controles de calidad a los laboratorios nacionales, tal como se puede exigir a 
los productos importados, para tener igualdad de oportunidades, habría que tratar de certificar de 
alguna forma a través de una institución homologante que cumpla el servicio de control de calidad 
técnica. 


¿Cómo funciona la UCA con respecto al Ministerio de Salud Pública en la compra de 
medicamentos? Creo recordar que la UCA, como unidad descentralizada, se asesora con cada uno de 
los ministerios competentes para las compras vinculadas a los rubros específicos. En este caso, más 
allá del registro de medicamentos, me gustaría saber cuál es la función del Ministerio de Salud Pública, 
es decir, con respecto a las compras de la UCA, ¿hay un asesoramiento? ¿La UCA pide un informe 
preceptivo sobre tipo de medicamento, control de calidad, registración? ¿Cómo funciona ese 
mecanismo? 


Por último, en cuanto al tema de precios, me interesa saber si los productos importados —que 
a veces, como ustedes expresan, no reciben los controles de calidad que se les exige a los 
nacionales— tienen precios muy por debajo de los productos nacionales o en realidad son más 
competitivos, más allá de ser más garantistas en cuanto a la calidad. 


SEÑOR DONNÁNGELO.- Respecto al decreto, debo decir que se aplicó solo una vez, en el año 2014. 
A pesar de que se aplicó de manera muy razonable, quedaron muchas dudas de interpretación, que es 
justamente lo que estamos solicitando que se aclare y se amplíe. 


El problema de esta licitación es que el tope se aumentó a dos años, pero la reserva de 
mercado era para una cifra estipulada, con lo que al ser el doble perdemos la mitad de la reserva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si fuera posible quisiera que me explicaran de manera un poco más didáctica 
cómo funciona el tope en montos reajustables. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El artículo 8.2 del Decreto n.? 194 de 2014, que es el que nos ocupa, prevé que 
las empresas podrán ampararse en el sistema de reserva de mercado, siempre que el monto de la 
compra por ítem no supere en una vez el monto fijado para la licitación abreviada común. Este límite ha 
sido tenido en cuenta históricamente por la UCA al establecer las cantidades licitadas por ítem de 
acuerdo con el consumo de un año de las instituciones de salud. 


Ahora bien, la cantidad solicitadas por ítem en los pliegos actuales representan un consumo 
de dos años, perjudicándose así a los oferentes, siendo que muchos de los productos licitados 
quedarán fuera de la reserva de mercado. 


Entendemos que a los efectos de la aplicación del límite establecido en el artículo 8.* de la ley 
mencionada, se debe aclarar que en el marco de una licitación por medicamentos, el monto de la 
compra por ítem equivale en cada ítem a las cantidades consumidas en un año por las instituciones de 
salud, tal como ocurrió en los llamados anteriores. 


SEÑOR DONNÁNGELO.- Esos ítems grandes de logística son los que más interesan a los 
importadores, es decir, se apunta a grandes nichos de mercado para obtener utilidad en la cantidad, 
pero justamente es en esos ítems en los que quedamos desamparados. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Hay elementos que son difíciles de explicar y de entender, pues son cuestiones 
técnicas muy finas. En el memo que enviaremos, vamos a tratar de ser bien precisos y concretos al 
detallar estos puntos. 


En realidad, lo que no queremos es que se desvirtúe el mecanismo. Se nos preguntó cuál era 
nuestra visión en cuanto a ese decreto. Pues bien, nos parece que ha sido positivo para la industria 
nacional. En ese momento, el Poder Legislativo se ocupó del tema y el Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, siendo titular el ingeniero Kreimerman, se preocupó por el asunto y se produjo esa norma 
que fue positiva. Ahora, lo que pretendemos es que se aplique de acuerdo con el espíritu de la norma. 


Los señores senadores, como legisladores, entienden muy bien este concepto. Entonces, nuestra 
intención es que se aplique de acuerdo con el espíritu de la norma, para que sea eficiente porque, de lo 
contrario, deja de serlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al control de calidad, ¿puede haber un organismo homologado 
para cumplir esa tarea? 


SEÑOR DONNÁNGELO.- Preocupados por esta situación, en particular, por el hecho de que los 
pliegos siempre hacían referencia a que se debía cumplir con el decreto relativo a productos 
importados, que establecía que si se comprobaba que el importador no había hecho el control se podía 
anular el proceso de adjudicación, queremos resaltar que esa disposición desapareció en este pliego. 
Esto nos preocupó mucho. Hablamos el tema con salud pública y la realidad es que no tienen 
estructura ni presupuesto para hacer el trabajo que se requiere. En la Cámara de Industrias del 
Uruguay tenemos el LATU. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Nosotros le presentamos la solicitud a la UCA y también al Ministerio de Salud 
Pública. Este último ha sido receptivo con nuestra preocupación en cuanto al control de calidad: emitió 
una resolución interna —hace aproximadamente tres semanas- en la cual establece que le va a 
exigir una declaración jurada. Nosotros entendemos que es insuficiente, pero es algo. Esto es dentro 
del ámbito del Ministerio de Salud Pública; nosotros necesitamos que la declaración jurada o el control 
de calidad propio —tal como nosotros estamos exigiendo hace muchos años—- quede consagrado 
también en el propio pliego de licitaciones, es decir, que haya una referencia al control de calidad. Los 
productos deben tener control de calidad, es necesario. Y estas entidades son imposibles de controlar 
porque las empresas importadoras en otros países como Argentina y Brasil no solo están sometidas a 
un régimen que les obliga a tener un laboratorio de control de calidad propio sino que, además, las 
agencias de salud de Argentina y de Brasil salen a controlar. Por eso no es un cargo al Estado 
argentino o brasileño, sino que es un cargo al interesado, que tiene que pagar un arancel que 
contempla el viático, los gastos que cobra la entidad, por ejemplo, Anvisa o Invima. Esta última es una 
agencia colombiana de control de calidad que pertenece al Estado, que tiene sus funcionarios e 
inspectores que no solo controlan la interna, sino que si yo quiero exportar a Colombia, viene Invima, 
inspecciona y después elabora el informe. Quizás este sea un estadio de situación un poco alejado de 
nuestra realidad, pero esto existe en otros países. 


SEÑOR DONNÁNGELO.- Hicimos este planteo —tal como habíamos quedado- en la Cámara de 
Industrias y se resolvió hablar con el LATU. Entonces, hablamos con el presidente del LATU, quien 
entiende —al igual que nosotros— que son un organismo especializado en el tema y de la misma 
manera que tiene el control de los alimentos importados, se podría estructurar fácilmente el control de 
los medicamentos importados. Cuando planteamos esto ante las autoridades del Ministerio de Salud 
Pública, no al señor ministro, sino a la directora y subdirectora de medicamentos, obviamente no les 
gustó esa idea, están en contra, y dijeron que la autoridad la tenía salud pública y no podían delegarla. 
Es decir que no lo puede cumplir la autoridad ni la policía sanitaria y, de alguna manera, no dejan 
encontrar otra solución. 


Por eso es importante mirar lo que pasa en la región, no solo en el Mercosur, sino incluso en 
Chile, porque la instalación del laboratorio propio es fundamental, ya que en la trazabilidad de los 
medicamentos en el envío, sea de la India o de la China, puede haber un deterioro y si no se analiza 
en el país en el momento previo a la expedición, puede haber un grave incidente sanitario. Entonces, 
es importantísimo el análisis local. 


Estas son carencias que tiene el país en general, pero en particular esta es grave porque, de 
alguna manera, se está arriesgando a la población debido a que se están consumiendo medicamentos 
sin el correspondiente control. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La última pregunta que había hecho era si había un vínculo preceptivo entre el 
Ministerio de Salud Pública y la UCA antes de las licitaciones de compra de medicamentos. 


SEÑOR DONNÁNGELO.- Es una situación difícil de entender porque llevamos cerca de diez años de 
licitaciones. La UCA no sabe lo que consume cada unidad, hace un estimativo, y lo que compra cada 
unidad ejecutora, es decir, Banco de Seguros, ASSE, sanidad militar, es privativo de cada comisión 
técnica. Por tanto, se da el hecho histórico de que hay ciudadanos clase A y clase B porque, por 
ejemplo, en un renglón figura el uso de un producto original y el similar autorizado por salud pública no 
es aceptado. Entonces en la misma licitación y por el mismo ítem se adjudica al laboratorio de menor 
precio, que generalmente es el nacional, pero también se adjudica por preferencia médica un 
porcentaje a la marca o al producto que prefieren los médicos. Eso es incontrolable, porque si 
adjudican un 80% al medicamento de menor precio y un 20 % al de la preferencia médica, ese 20 % 
no lo puede controlar nadie dentro de la institución y UCA centralizado, menos. Me pregunto para qué 
se hace una licitación si después se distorsiona. Lo que planteamos nosotros es que si se quiere un 
porcentaje para esos medicamentos —no sé para qué clase de ciudadanos sería— que se ponga por 
separado, así se sabe qué porcentaje es y eso sí se puede controlar. De la otra manera es ambiguo y 
se puede entregar uno u otro, aunque generalmente entrega el más caro porque hay toda una cadena 
de promoción, de marketing y de marcas; eso no fue así históricamente. Digo esto porque siempre 
en las licitaciones de salud pública —antes no estaba UCA— si el producto estaba habilitado, certificado 
por salud pública, el que proveía era el de menor precio, y es así en todos los países. La preferencia 
médica es algo que surgió de estas comisiones técnicas que actúan por sanidad militar, por sanidad 
policial, por ASSE o por distintos hospitales. El control de la compra lo realiza cada unidad ejecutora y 
depende de lo que decida cada hospital. En eso UCA no tiene nada que ver. UCA hace una licitación, 
establece el producto y los porcentajes del mismo; luego, sobre esos porcentajes, las unidades de 
compra lo ejecutan. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Se había preguntado sobre el precio entre los productos importados. No existe 
ninguna distorsión. Entiendo que, a veces, el estado busca ampliar el ancho de banda, porque cuantos 
más competidores haya para un mismo producto, por las reglas del mercado, éste tiende a bajar. Sin 
embargo, en este caso hay suficientes competidores porque existen unas cuantas empresas 
instaladas; no son solo las 24 nuestras. Concretamente, son entre 11 y 15 empresas multinacionales 
que tienen su trayectoria, su historia, una calidad de producto indiscutible y muchos años en el 
mercado en el que participan, así como también algunos otros actores que no están afiliados a ninguna 
de las cámaras nacionales ni multinacionales, pero que han participado. Por tanto, se compite en los 
ítems. Con ver el resultado de las licitaciones se puede comprobar que no hay ningún misterio a la hora 
de fijar los precios de los productos. Hoy uno puede acceder libremente a las importaciones de Aduana 
a través de internet y fácilmente se accede a lo que es la historia de un producto en el mercado. 
Entonces, se puede ver cuánto, cómo y dónde se vendió. Es muy importante la reserva del mercado y 
la protección del 8 % de industria nacional, porque muchas veces se gana por centésimos, es decir, por 
diferencias mínimas. Es más, muchas veces la propia UCA tiene que llamar a una segunda instancia 
de desempate para adjudicar porque la diferencia entre un producto y otro es mínima. Acá es evidente 
que la fijación de precios en las cotizaciones está hecha por alguien que conoce el mercado muy bien. 
Si bien a veces se dan diferencias más o menos importantes, en líneas generales las diferencias son 
muy pequeñas. 


SEÑOR DONNÁNGELO.- Ampliando lo que expresa el doctor Martínez puedo decir que los precios de 
los medicamentos en Uruguay son los más bajos de América Latina, y no lo decimos nosotros, sino 
consultoras internacionales como el IMS, que hace un estudio de mercado en todos los países. Insisto 
en que los precios de Uruguay son los más bajos en América Latina y los medicamentos cuentan con 
una calidad y accesibilidad asegurada por los laboratorios nacionales. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Generalmente cuando se habla de precios de medicamentos lo que compara la 
gente es el precio de la farmacia, que es el que conoce. En realidad, nuestro precio es un promedio 
entre lo que le vendemos a las farmacias, al sistema mutual y lo que le vendemos en las cotizaciones 
del Estado. 


En este momento nuestro precio promedio está en USD 3.8 en total, hablando incluso de 
productos nuestros que son de alto costo. Por ejemplo en Paraguay, que es otro de los países que 
tiene los precios más bajos —como mencioné, los más bajos son los nuestros—, el promedio es de USD 
4.6, pero en Colombia USD 5.5, en Chile USD 5.9, en Ecuador USD 6.4, en Perú USD 6.9, en Brasil 
USD 7.0, en Bolivia USD 8.1, en Argentina USD 8.4, en México USD 8.5 y en República Dominicana 
USD 11.8, promedio por unidad. Este es el precio promedio de medicamentos en América Latina del 


año 2016, en dólares americanos realizado por /MS Health, que es una empresa multinacional que se 
dedica a este tipo de estudios. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Hay una pregunta que me quedó pendiente, ¿por qué se hace la licitación y 
luego no se hace la compra? Salvo en el caso de intervención del laboratorio Dorrego, ¿qué otra 
posibilidad puede haber? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Realmente no sabemos. Creo que hay un cierto desorden. 


El señor senador hace un momento preguntaba sobre la relación entre el Ministerio de Salud 
Pública, el ministerio y la UCA. Obviamente algún tipo de vinculación existe, pero UCA siempre nos 
dice que la limitación se debe a que no tiene claras las cantidades. Nosotros le decimos que eso lo 
puede indicar alguien que no esté en el negocio de compra, pero alguien que está en ese negocio 
desde hace tantos años debe tener más o menos las cantidades. 


No sabemos. A veces no se compra, se cambiará —no entendemos— o se utilizará otro grupo 
terapéutico distinto que también sirva para el mismo fin. 


Por eso en uno de los petitorios que hacemos no intentamos presionar a la UCA a comprar el 
100 %, pero sí a establecer —como lo hace el Tocaf y como sucede en otras licitaciones— y a asegurar 
un 70 %, 75 % u 80 % de lo que licita, quedando un 20 % o 30 %. 


Si hubiera alguna excepción, debería establecerse. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Para que se asegure la compra. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- Si, señor presidente. 


Puede haber alguna excepción motivada por alguna cuestión excepcional, pero la gente se 
enferma lo mismo. Lamentablemente esto es así. Hay una estadística anual del uso, por ejemplo, de 
antiácidos o de antibióticos. Puede ser que algunos años justo haya menos gripe que otros años, pero 
no va a cambiar en un 30 %, 40 % o un 50 %. No puede cambiar. 


Entonces, cuando en UCA nos dicen que las unidades ejecutoras no pasan claramente sus 
necesidades o que ellos no tienen una constancia clara de que esa necesidad efectivamente se ajuste 
a un número cierto, entendemos que eso no puede ser. 


Es lo mismo que asegurar una cotización, la licitación y la venta, y después decir: «No; me 
equivoqué. A ese precio no puedo». Si ocurre eso, el laboratorio es lógicamente sancionado. 


Me parece que es una cuestión de lógica. Se trata de establecer algo y no obligar a una cosa 
predeterminada de 100 % sino que, con un margen de error, la UCA esté cubierta, más, menos. Puede 
ocurrir que, en lugar del 100 %, al mismo precio, me solicite una cantidad superior a ese 100 %. 
Repito: puede suceder. La empresa verá si tiene stock para suministrarlo. Esto seguramente será 
dentro de parámetros racionales. 


SEÑOR DONNÁNGELO..- La verdad es que no sabemos con claridad cuál es la resistencia de UCA en 
cuanto a las cantidades, cuando es la décima licitación realizada con los mismos ítems y productos, 
más allá de alguna variante. 


Lo grave —y por eso nosotros decimos que queremos cantidades— es que depositamos el 5 % 
de la oferta como garantía de cumplimiento. Eso nos obliga a tener un stock, lo que implica importar 
materia prima con un vencimiento. Hay toda una cadena logística de producción de los laboratorios y 
es muy importante saber a ciencia cierta qué cantidad me van a adjudicar para poder programar las 
entregas de materia prima, por ejemplo en mayo, agosto, setiembre. Debo tener un cronograma de 


entregas con la cifra que sé que voy a vender porque, de lo contrario, todo lo que importo y elaboro es 
a riesgo. Si, por algún motivo, al momento en que una unidad ejecutora pide un producto no lo tengo, 
me ponen una multa; a las 48 horas me notifican y tengo el riesgo de perder el 5 % de toda la licitación, 
cuando UCA, por el propio pliego, no tiene obligación alguna de comprar. Como dije al principio, este 
es el pliego más leonino que vimos para la industria farmacéutica. Acá son todas obligaciones para el 
oferente y el comprador no tiene obligación alguna; es totalmente injusto. 


Desde ya les digo que con la no aplicación de la reserva de mercado por el aumento de cuota 
se va a perder mucho trabajo nacional. No debemos olvidar que ya hubo muchas bajas en la industria 
farmacéutica a lo que se suma -—y lo estaba escuchando en la radio cuando venía para acá-— que las 
colas en el BPS por seguro de paro son cada vez más largas; la gente va muy temprano por ese 
motivo. 


En la entrevista que tuvo a principios de año la Cámara de Industrias del Uruguay en el 
Ministerio de Economía y Finanzas les dijimos cómo venía la mano y que en cada reunión del Consejo 
Directivo de la cámara había dos o tres empresas que cerraban o dejaban de ser productoras y el 
parque fabril quedaba inoperante porque pasaban a importar. Un caso claro es Fanapel. ¿Cuánta 
gente quedó en el seguro de paro? Fanapel sigue trabajando pero ahora importa papel. Otro caso es el 
de Fumaya que sigue vendiendo, pero cerró su planta y ¿cuánta gente quedó afuera? Traen los 
muebles de China. Perfecto, ¿pero cuál es el país que queremos? ¿Cómo se va a sostener el país si 
no hay industria manufacturera? Hoy se está desmantelando. A principios de año dejamos un 
documento al ministro Astori alertándolo de esta situación y hasta ahora no obtuvimos respuesta de ni 
una sola de las medidas solicitadas y creo que el índice de desocupación subió un 1,5 % con respecto 
a principio de año. 


En otro orden de cosas -y ahora voy a hablar en nombre de la Cámara de Industrias del 
Uruguay- nos preocupa el aumento de la tasa consular, principalmente en la incidencia de las materias 
primas. Generar un costo mayor en la producción local significa perder competitividad y posibilidades 
de exportación cuando es para ese fin. La Cámara de Industrias del Uruguay entiende que la tasa 
consular a las materias primas para producción nacional se debería evitar y entregó una propuesta a 
todos los ministros —de la que dejo una copia— que era la de usar una exención arancelaria que 
Uruguay tiene en reserva. Esto no generaría problemas con el Mercosur y es una decisión que puede 
tomar Uruguay sin tener ningún inconveniente y refiere a la posición arancelaria de 100 productos. En 
esos casos se podría aumentar la tasa sin tener dificultades. El ingreso de esto daría más protección a 
100 productos nacionales y la recaudación sería quizás mayor que lo que es la tasa consular. Le traje 
una copia a cada senador porque es interesante y está en manos de los distintos ministerios. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Desconozco el tema por lo que me gustaría que me dijeran 
porcentualmente —a grandes rasgos-— cuánto de lo que venden los laboratorios nacionales corresponde 
a cada uno de la tríada que se mencionó: mutualismo, farmacia y licitación. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En este momento estamos vendiendo el 27 % al Gobierno, el 28 % a farmacias 
y droguerías y en el entorno del 45 % al mutualismo, que ha crecido mucho a raíz del Fonasa. 


SEÑORA TOURNÉ.- Al Gobierno no, al Estado. 


SEÑOR DONNÁNGELO.- No es igual en todas las empresas, hay algunas que dependen del Estado, 
que venden el 50 % o 60 % de su facturación, tienen menos equipo de marketing pero tienen fábricas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Los números que mencioné, el 27 % al Estado, el 28 % a farmacias y 
droguerías, y el 45 % al mutualismo es el promedio de la industria nacional en general. Varias de 
nuestras empresas facturan alrededor del 70 % al Estado y prácticamente no venden en farmacias y 
droguerías porque están enfocadas a productos inyectables o soluciones. Por lo tanto, esta 
composición varía según las empresas, como bien dijo el señor Donnángelo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a pedir que envíen el memorándum cuando lo tengan pronto; que se 
reparta la carta de la tasa consular; que pidan una entrevista con la Comisión de Presupuesto 


integrada con Hacienda de la Cámara de Representantes donde se está tratando la rendición de 
cuentas, y por lo tanto este tema está sobre la mesa. Incluso hoy está recibiendo al ministro de salud 
pública. Y, finalmente, solicitamos que junto al memorándum nos envíen la última licitación y la anterior 
donde dice que hay una diferencia vinculada a los controles de calidad exigidos para hacer alguna 
consulta a nivel del Poder Ejecutivo. 


Agrademos mucho la presencia de la Asociación de Laboratorios Nacionales, integrante de la 
Cámara de Industrias y a los integrantes de la Comisión de Comercio Interno de la Cámara de 
Industrias. 


(Se retiran de Sala representantes de la Asociación de Laboratorios Nacionales, integrante de 
la Cámara de Industrias y a los integrantes de la Comisión de Comercio Interno de la Cámara de 
Industrias). 


SEÑORA TOURNÉ.- Quería recordar que en la reunión —un poco informal— que tuvimos la semana 
pasada habíamos visto la necesidad de empezar a tratar proyectos, además de recibir delegaciones. 
En ese sentido, en lo que me es personal me parece muy interesante que empecemos a abordar el 
estudio del proyecto de ley sobre prestación de servicios mediante plataformas informáticas de 
intermediación, que tiene su origen en el Poder Ejecutivo y fue aprobado con modificaciones por la 
Cámara de Representantes. 


Reitero: es importante para la producción legislativa que, además de recibir delegaciones 
continuamente, aprobemos algún proyecto. Sugiero este, si bien puede haber otros, pero debemos 
marcar definitivamente una agenda de proyectos a tratar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se lo trasmitiremos al presidente de esta comisión, pues hoy estamos 
ocupando la presidencia ad hoc. 


Aprovecho para recordar que hace un tiempo habíamos planteado, y fue aprobado por la 
comisión, invitar a varios ministerios vinculados con el proyecto de instalación de UPM, incluida la OPP, 
como coordinadora del equipo negociador. Nos trasmitieron la voluntad de hacerlo en el ámbito de la 
comisión y no en otro, obviamente, para decir lo que se pueda trasmitir, el resto estará dentro de la 
confidencialidad de la negociación que se está realizando. Es importante que el Parlamento tenga, de 
primera mano, de los propios ministros negociantes, un avance del proyecto de instalación de UPM. 
Como es un tema pendiente, quiero insistir en él para trasmitírselo al presidente de la comisión, que 
estaba haciendo las coordinaciones del caso. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 17:07). 
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